
   

 

   

 

ACCION DE TUTELA 
 

RADICACION No.08001-41-89-013-2021-00394-01 
ACCIONANTE: ELIBERTO ARIAS GARCIA 

ACCIONADO: SECRETARÍA DISTRITAL DE TRANSITO Y SEGURIDAD VIAL 
 
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD. BARRANQUILLA, TRECE (13) DE 
JULIO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) 
 
ASUNTO A TRATAR 
Procede este despacho a resolver la presente impugnación de la tutela interpuesto por el 
Accionante, contra el fallo de tutela de fecha 01 de junio de 2021, dentro de la acción de 
tutela presentada por el señor ELIBERTO ARIAS GARCIA contra la SECRETARÍA DISTRITAL 
DE TRANSITO Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, vinculado a la presente acción, 
INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLANTICO, por la presunta violación de los derechos 
fundamentales al Debido Proceso, Legalidad y Defensa, consagrados en la Constitución 
Nacional.  
 
ANTECEDENTES: 
Manifestó el accionante, que la Secretaria de Movilidad del Atlántico, le impuso los 
comparendos No. 08634001000016560667, 08634001000014775715, 
08634001000014773681, 08634001000014773683, 08634001000014773692, 
08634001000014772980, 08634001000014775597, 08634001000014775716, 
08634001000014773689, 08634001000014773691, 08634001000014775038 y 
08634001000014768513, los cuales concluyeron en una sanción, por haber incurrido 
supuestamente en una contravención. 
 
Señala, que se enteró varios meses después de ocurrido los hechos debido a que ingresó al 
SIMIT www.simit.org.co, y no porque haya sido notificado dentro del tiempo establecido 
por ley, por lo que envió derecho de petición a la Secretaria de Movilidad (Transito) del 
municipio de ATLANTICO solicitando la pruebas que demostraran que hubiesen notificado 
personalmente e identificado plenamente al infractor y que en la respuesta de la Secretaria 
no lograron demostrar la notificación personal ni la identificación del infractor. 
 
Señala también, que su nombre, ni mi firma están en la notificación, como lo ordena la 
sentencia C 980 de 2010, además que el artículo 8 de la ley 1843 de 2017 establece como 
procedimiento a seguir en ese caso, en concordancia con los artículos 68 y 69 de la ley 1437 
de 2011debieron ENVIAR notificación por aviso previa citación para notificación personal, 
pero en su caso no fue notificado ni personalmente ni por aviso, por lo que no pudo 
enterarse de la sanción impuesta, para así ejercer su derecho a la defensa, violándose el 
derecho a que se me juzgue con base en leyes preexistentes. 
 
Como pretensión, solicitó le fueran tutelados los derechos fundamentales al debido proceso, 
inocencia, legalidad y defensa y que en consecuencia se ordene a quien corresponda, esto 
es, al director de tránsito o secretario de movilidad o quien haga sus veces de la Secretaría 
de Tránsito (Movilidad) de ATLANTICO, se declare la nulidad total de los procesos 
contravencionales dejando si efectos las ordenes de comparendo antes citadas y las 
resoluciones sancionatorias derivadas de los mismos y se proceda a notificar debidamente 
enviando las ordenes de comparendo a la última dirección registrada en el RUNT para poder 
ejercer su derecho a la defensa, siempre y cuando no haya operado el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Y ordenar la actualización de dicha información en la base de datos de infractores del RUNT, 
SIMIT y cualquier otra base de datos de infractores de tránsito. 
 
CONTESTACIÓN DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS 

http://www.simit.org.co/
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SECRETARÍA DISTRITAL DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA 
Por su parte, la entidad accionada descorrió el traslado de la presente acción, a través del 
doctor CASTOR MANUEL LOVERA CASTILLO, manifestando que al consultar la base de datos 
de la herramienta de Gestión Documental de la Alcaldía (SIGOB), se encontró que el hoy 
accionante NO ha presentado petición a esta secretaría de tránsito 
 
Que, al ser revisada la base de datos de esta entidad, se pudo establecer que el señor 
ELIBERTO ARIAS GARCIA, identificado con CC 13.196.587, no registra obligaciones con esta 
entidad por concepto de multas por infracción a las normas de tránsito, revisados los hechos 
y pruebas de la tutela se observa que el ciudadano hace referencia a una petición sobre 
unas ordenes de comparendo, pero estas son con la entidad INSTITUTO DE TRANSITO DEL 
ATLANTICO, así, esta Secretaría, no tiene injerencia alguna por las infracciones de tránsito 
realizadas fuera de su jurisdicción, por lo tanto, no le asiste legitimidad en causa por pasiva 
dentro de la presente acción de tutela. 
 
En consideración a lo anterior, solicito la SECRETARÍA DISTRITAL DE TRÁNSITO Y 
SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, que sevincule a la entidad INSTITUTO DE TRANSITO 
DEL ATLÁNTICO el cual recibe notificaciones en la Calle 40 con Carrera 45 esquina en la 
ciudad de Barranquilla, y al correo electrónico juridica2@transitodelatlantico.gov.co. 
 
INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLANTICO. 
Una vez vinculado y notificado el INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLANTICO, descorrió el 
traslado a través de su Directora, la Doctora SUSANA MECEDES CADAVID BARROSPAEZ, 
señalando que constatado el sistema ORFEO del Instituto de Tránsito del Atlántico, se 
evidenció que el señor ELIBERTO ARIAS GARCIA, presentó derecho de petición ante esa 
entidad identificado con el radicado No.20214210005823-2, el cual fue contestado de fondo 
y enviado oportunamente a la dirección suministrada en su escrito de petición, aportando 
constancia en los documentos adjuntos en la presente contestación. 
 
Sostiene el accionado, con respecto a la vulneración del Debido Proceso, que el señor 
ELIBERTO ARIAS GARCIA, identificado con cédula de ciudadanía No. 13196587, se le inició 
proceso contravencional en virtud a las ordenes de comparendo Nos. 
08634001000014768513 de 2017-01-14, 08634001000014772980 de 2017-02-17, 
08634001000014773683 de 2017-02-22, 08634001000014773681 de 2017-02-22, 
08634001000014773689 de 2017-02-26, 08634001000014773692 de 2017-02-26, 
08634001000014773691 de 2017-02-26, 08634001000014775038 de 2017-03-06, 
08634001000014775597 de 2017-03-09, 08634001000014775716 de 2017-03-10, 
08634001000014775715 de 2017-03-10 y 08634001000016560667 de 2017-04-01, las 
cuales se siguió de acuerdo al trámite establecido en la Ley 769 de 2002 o Código Nacional 
de Tránsito, a la luz de los artículos 135, 136 y 137, aplicables por la autoridad de tránsito 
dentro de los procesos contravencionales, de acuerdo con las reformas establecidas en la 
Ley 1383 del 16 de marzo del 2010 y la Ley 1843 de 2017 en lo que respecta a los 
comparendos electrónicos. 
 
Que al respecto de la Sentencia C-038 emitida por la Corte Constitucional, se manifiesta 
que, para la fecha de la imposición de las ordenes de comparendo en discusión, no se 
encontraba en vigencia la Sentencia C-038; por tanto, debe tenerse en cuenta que la 
Seguridad Jurídica es un principio general de derecho, que va muy de cerca con el principio 
de la IRRETROACTIVIDAD de la ley, en ese sentido mal podría el organismo de transito 
revivir situaciones superadas y regidas bajo una ley vigente, lo cual quiere decir que lo 
ordenado en la Sentencia C- 038 opera publicación mediante Edicto No. 069 del 01 de junio 
de 2020 y desfijado el 03 de junio de 2020 en adelante. 
 
Señala también, que una vez captada la infracción a la normatividad de tránsito que dio 
lugar a la imposición de los comparendos, se procedió a notificar al accionante en calidad 
de propietario del vehiculo, a la dirección que registraba ante el RUNT para la fecha de la 

mailto:juridica2@transitodelatlantico.gov.co


  

                                   Consejo Superior de la Judicatura 

                                       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico     
                  Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Oralidad de Barranquilla 

 

  
 

SIGCMA 

comisión de la infracción de tránsito, la cual correspondía a PALMOR SIERRA NEVADA en 
Ciénaga y que la misma fue reportada como “ DEVUELTA”, por lo que conformidad a lo 
consagrado en el artículo 162 de la Ley 769 de 2002 y en lo establecido en el artículo 9 de 
la Ley 1843 de 2017, procedió a notificar las órdenes de comparendo citadas conforme a la 
ley 1437 de 2011, artículo 68 y 69. 
 
En cuanto a las órdenes de comparendo 08634001000014773683, 
08634001000014773681, 08634001000014773689, 08634001000014773692, 
08634001000014775716, 08634001000014775597, 08634001000014775038, 
08634001000014775715, 08634001000014772980 y 08634001000014773691, señala que 
el accionante compareció ante esee organismo de transito el día 21-03-2017 y se notificó 
personalmente de las ordenes de comparendo antes mencionadas y solicito se fijara fecha 
y hora para la audiencia pública, la cual fue programada para el día 03/04/2017, la cuales 
una vez una vez analizado el material probatorio que formaba parte de los expediente la 
Inspectora segunda de Transito procedió a declarar contraventor al señor ELIBERTO ARIAS 
GARCIA, identificado con la cedula de ciudadanía No. 13196587 
 
Finalmente, señala que con ese procedimiento, se les concedió la oportunidad constitucional 
y legal al derecho de defensa y el debido proceso en aplicación a los principios orientadores 
de las actuaciones administrativas consagrados en la los artículos 29 y 229 de la Constitución 
Política, en concordancia con lo preceptuado en la Ley 769 de 2002, modificada por la Ley 
1843 de 2017, Ley 1310 de 2009, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) y demás normas concordantes. 
 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
El Juez TRECE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BARRANQUILLA, 
resolvió: Negar por improcedente el amparo de los derechos fundamentales al debido 
proceso, legalidad y defensa, pretendidos por el señor ELIBERTO ARIAS GARCIA CC. 
13196587 contra el INSTITUTO DE TRANSITO DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO, en 
virtud de lo establecido en el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Política y el numeral 
1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, por existir otro medio de defensa judicial para 
el cumplimiento de la ley y por no haberse establecido la existencia de un perjuicio 
irremediable. 
 
SUSTENTACIÓN DE LA IMPUGNACIÓN. 
Mediante memorial presentado dentro del término establecido para ello, el accionante 
impugnó el fallo de fecha 01 de junio de 2021, proferido por el El Juez TRECE DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BARRANQUILLA manifestando que la decisión 
carece de las condiciones necesarias a la sentencia congruente, pues no se tuvo en cuenta 
Sentencia C038 de 2020 que establece el principio de la plena identificación previo a una 
sanción automática sin brindar la posibilidad de defensa., no se tuvo en cuenta el proceso 
establecido en el artículo 8 de la ley 1843 de 2017 y el artículo 69 de la ley 1437 de 201. 
 
Finalmente, manifiesta que en la decisión de primera instancia no se tuvo en cuenta que  se 
interpuso esa tutela como último recurso y como mecanismo subsidiario para evitar un 
perjuicio irremediable pues ya puse derecho de petición y ante la imposibilidad de usar otros 
medios de defensa judicial como el medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho pues un proceso de estos requiere abogado en ejercicio que valdría más que los 
mismos comparendos y demoraría tanto que en el tiempo en que dieran un fallo sea a favor 
o en contra, ya lee podrían embargar salarios, cuentas bancarias, etc.  
 
Por último, solicitó que se sirviera revocar el fallo proferido por el Juzgado 15 Civil Municipal 
de Barranquilla. 
 
COMPETENCIA: 
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1.991, este Despacho 
Judicial, resulta competente para conocer del amparo invocado, por ocurrir en esta ciudad 
los hechos que la motivan, lugar donde este Juzgado ejerce su Jurisdicción Constitucional. 
 
LA ACCIÓN DE TUTELA Y SU PROCEDENCIA 
El artículo 86 de Nuestra Carta Política consagra: “Que toda persona tendrá acción de tutela para 

reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, 

por si misma o por quién actué a su nombre, la protección inmediata de los derechos Constitucionales 

Fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión 

de cualquier autoridad pública…” 
 
 “…Esta acción sólo procederá cuando el interesado no tenga otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 
 
CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 
 
PROBLEMA JURIDICO.- 
Se trata en esta oportunidad de establecer si debe revocarse o no la sentencia de primera 
instancia proferida en fecha 01 de junio de 2021 por el TRECE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BARRANQUILLA, para lo cual deberá analizarse si hubo 
vulneración de los derechos fundamentales constitucionales atinentes al debido proceso y 
libre locomoción, y si es procedente decretar el amparo de dichos derechos. 
 
MARCO CONSTITUCIONAL Y NORMATIVO.- 
Para garantizar a toda persona la protección inmediata y efectiva de sus derechos 
fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la Acción o la Omisión 
de cualquier autoridad pública o determinados particulares, el Constituyente de 1.999 
consagra a la Acción de Tutela en el artículo 86 de la Carta Política Colombiana. 
 
En el inciso tercero de la norma supralegal citada, dispone que el amparo solo procederá 
cuando el afectado carezca de otro medio de defensa judicial, con lo cual le asigna a la 
Acción una naturaleza subsidiaria o residual más no alternativa, salvo que se ejerza como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
Así las cosas, la acción de tutela resulta procedente: -Para proteger derechos 
fundamentales, más no otros de distinto rango, amenazados o vulnerados por la Acción o 
la Omisión de cualquier autoridad pública. –Cuando el afectado no disponga de otro medio 
judicial idóneo y eficaz de protección, salvo el ejerció del amparo como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Y –Contra los particulares encargados de 
la prestación de un servicio público o cuya afecte grave y directamente el interés colectivo, 
o respecto de quienes el solicitante se encuentre en estado de subordinación o indefensión. 
 
INMEDIATEZ 
La procedibilidad de la tutela está, igualmente, supeditada al cumplimiento del requisito de 
inmediatez. Éste exige que la acción sea interpuesta de manera oportuna en relación con 
el acto que generó la presunta vulneración de los derechos fundamentales. La inmediatez 
encuentra su razón de ser en la tensión existente entre el derecho constitucional a ejercer 
este mecanismo “en todo momento” y el deber de respetar la configuración de la acción 
como un medio de protección “inmediata” de las garantías fundamentales. Es decir, debe 
existir necesariamente una correspondencia entre la naturaleza expedita de la tutela y su 
interposición oportuna. 
 
SUBSIDIARIDAD 
Significa que la acción de tutela es una herramienta residual del sistema jurídico, es decir, que para 
valerse de la misma es necesario emplear previamente las demás acciones que el ordenamiento ha 
previsto para cada situación jurídica concreta. De esta forma, el desconocimiento de este requisito 
conlleva inexcusablemente, por regla general, a la declaratoria de improcedencia de la acción de 
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tutela como consecuencia que emerge de haber desplazado las funciones de las otras jurisdicciones 

del ordenamiento jurídico.  
 
DEL DERECHO DE PETICIÓN 
Esta garantía se encuentra prevista como fundamental en el artículo 23 de la Constitución 
Nacional que a la letra dice: 
 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades de interés 
general o particular y a obtener pronta resolución...” 

 
En reiteradas oportunidades la Corte Constitucional se ha pronunciado acerca del alcance 
interpretativo de este reconocimiento fundamental sin embargo a manera de síntesis y de 
acuerdo a lo expuesto por ese honorable tribunal a través de diversas jurisprudencias se 
tiene: 
 

1. Que la protección de este derecho puede ser demandada por vía de Tutela para lo cual se 

hace necesario la existencia de actos u omisiones de la autoridad que obstruyen 
del reconocimiento fundamental o no resuelven oportunamente lo solicitado. 

2. Que no entiende con conculcada dicha garantía cuando la autoridad responde al peticionario 

aunque la respuesta sea negativa. 
3. Que el legislador al regular el derecho de petición no puede afectar su núcleo esencial, el 

cual ni si quiera queda satisfecho con la existencia del silencio administrativo. 
4. Que el derecho a obtener una pronta resolución hace parte del núcleo esencial del derecho 

de petición y de aquel depende de la efectividad de éste último. 
5. Que la respuesta del funcionario debe ser adecuada, efectiva y oportuna. 

 
Es pertinente aclarar que por vía general las directrices para el ejercicio y desarrollo del 
derecho de petición están contenidas en el Código Contencioso Administrativo y son de 
obligatoria acogida cuando no exista reglamentación específica para casos y situaciones 
especiales. 
 
En este orden de ideas, se tiene, que el derecho de petición, de que trata el art. 23 de la 
Constitución Nacional, y que el accionante estima vulnerado, consiste en la posibilidad que 
tienen los ciudadanos de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, por motivos 
de interés general o particular, y a obtener pronta y eficaz respuesta, constituyéndose este 
último aspecto en el núcleo esencial de este derecho, puesto que resultaría ilusorio poder 
presentar peticiones, si a su vez la autoridad no tuviera el deber correlativo de resolverlas 
pronta y eficazmente. 
 
Además, conviene aclarar que por vía general las directrices para el ejercicio y desarrollo 
del derecho de petición están contenidas en el Código Contencioso Administrativo y son de 
obligatoria acogida cuando no exista reglamentación específica para casos y situaciones 
especiales. 
 
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO 
En sentencia T-051-2016, la Corte señaló: 

“que el debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como: “(i) el 
conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en 
el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que 
guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de 
manera constitucional y legal”. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) 
asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias 
actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los 
administrados”. 

 
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO-Garantías mínimas 
Las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la 
jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes:  
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“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la 
ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la 
participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se 
adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en 
el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del 
derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a 
impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido 
proceso.” 
 

Ahora bien, la misma sentencia sostiene: “en materia de tránsito, el derecho administrativo 
sancionador es aplicado desde su óptica correctiva, para que los particulares se abstengan de 
incurrir en las conductas que les están proscritas de acuerdo al Código Nacional de Tránsito 
y, en caso de hacerlo, se pretende que la administración esté facultada para imponer y hacer 
cumplir las sanciones a que haya lugar.  
 
Se resalta que las sanciones en materia de tránsito se imponen para regular las conductas de 
aquellas personas que realizan una actividad peligrosa, como la conducción de vehículos 
automotores, con la cual están en riesgo valores tan importantes para el Estado como la vida 
y la seguridad de sus ciudadanos, con lo que se busca, en todo caso, preservar el orden 
público.1” 

 
CASO CONCRETO 
Pues bien, en el fallo impugnado se decidió negar por improcedente el amparo de los 
derechos fundamentales al debido proceso, legalidad y defensa, pretendidos por el señor 
ELIBERTO ARIAS GARCIA contra el INSTITUTO DE TRANSITO DEL DEPARTAMENTO DEL 
ATLÁNTICO, por existir otro medio de defensa judicial para el cumplimiento de la ley y por 
no haberse establecido la existencia de un perjuicio irremediable. 
 
El Accionante ELIBERTO ARIAS GARCIA, impugna el fallo proferido en primera instancia, 
señalando que en este no se tuvo en cuenta la sentencia C 038 de 2020 que establece el 
principio de la plena identificación previo a una sanción automática sin brindar la posibilidad 
de defensa, no se tuvo en cuenta el proceso establecido en el artículo 8 de la ley 1843 de 
2017 y el artículo 69 de la ley 1437 de 2011 
 
Adicionalmente, sostiene que presentó la acción de tutela para evitar un perjuicio 
irremediable pues presentó derecho de petición y ante la imposibilidad de usar otros medios 
de defensa judicial como el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
pues un proceso de estos requiere abogado en ejercicio que valdría más que los mismos 
comparendos y demoraría tanto, que en el tiempo en que dieran un fallo sea a favor o en 
contra) ya me podrían embargar salarios, cuentas bancarias, etc…. 
 
CONCLUSIONES 
De la revisión del expediente, observa el despacho, referente a la inconformidad del 
accionante con respecto a la vulneración del derecho de petición, se observa que este fue 
respondido al correo informado por el accionante para este efecto, como lo señaló el mismo 
accionante en su escrito de tutela. 
 
En cuanto al componente de que la respuesta sea de conocimiento del petente, encuentra 
el despacho bien probado este elemento, por tanto, en el presente caso se encuentran 
cumplidos todos y cada uno de los componentes del núcleo esencial del derecho 
fundamental de Petición, no encontrando el despacho que se encuentre configurada la 
vulneración del derecho alegado. 
 
En ese orden de ideas, con respecto al contenido de la respuesta dada por la accionada, no 
puede tomar partido este despacho en el sentido de la misma, pues los que se busca es 
evitar un perjuicio irremediable, que en este caso no se vislumbra, ya que le fue respondida 

                                                 
1 Véase, entre otras, las Sentencias C-980 de 2010, C-530 de 2010 y C-309 de 1997.  
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su solicitud, aunque no en el sentido que el accionado pretendía, pues el hecho de que no 
quedara satisfecho no significa que no se le haya respondido. 
 
En cuanto al derecho invocado como es el de informar y recibir información veraz e 
imparcial, no se vislumbra violación alguna, porque tal como lo señala la Corte 
Constitucional, la veracidad hace referencia a hechos facticos que pueden ser verificados, y 
que no induzcan al error o confusión, y en tal sentido la respuesta dada al accionante, fue 
pronta, concisa, directa y sustentada con normas y jurisprudencia vigente, que si bien no 
es favorable a las pretensiones del peticionario, se resolvió de fondo lo requerido. 
 
En lo que respecta al debido proceso, observa el despacho, referente a la inconformidad del 
accionante con respecto a su vulneración por cuanto señala que no se ha surtido el trámite 
respectivo de notificación personal de la presunta infracción de tránsito, y que tampoco 
existe constancia de recibido o firmado por el, es de advertir que a través de la presente 
acción, el juez constitucional no es el llamado a resolver la situación planteada por el 
Accionante, toda vez que en lo que respecta a los actos administrativos, cuando el afectado 
no esté de acuerdo con la sanción impuesta, procederá contra ellos el control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, el cual permite resarcir el daño causado injustificadamente a 
un derecho subjetivo.  Sin embargo, para poder acudir a este medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, es requisito, haber interpuesto los recursos en la sede 
administrativa. 

 
Sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela frente a actos 
administrativos la Corte Constitucional ha señalado mediante sentencia T-051 de 
2016: 
 

“De esta manera, en el marco del principio de subsidiaridad, es dable 

afirmar que “la acción de tutela, en términos generales, no puede ser 
utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o 

complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los 
derechos, pues con ella no se busca remplazar los procesos ordinarios 

o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos impuestos 
(dentro) de estos procesos para controvertir las decisiones que se 
adopten”.1 

 
Puntualmente, en cuanto a la acción de tutela adelantada contra actos 
administrativos, la posición sentada por este Tribunal ha reiterado 

que, en principio, resulta improcedente, dado que el legislador 
determinó, por medio de la regulación administrativa y contencioso 

administrativa, los mecanismos judiciales pertinentes para que los 
ciudadanos puedan comparecer al proceso ordinario respectivo y 
ejercer su derecho de defensa y contradicción, dentro de términos 

razonables. En la sentencia T-957 de 2011, la Corte Constitucional se 
pronunció en el siguiente sentido: 
 

“(…) la competencia en estos asuntos ha sido asignada de manera 
exclusiva, por el ordenamiento jurídico, a la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, juez natural de este tipo de 
procedimientos, cuya estructura permite un amplio debate 
probatorio frente a las circunstancias que podrían implicar una 
actuación de la administración contraria al mandato de legalidad”. 

 

Debe tenerse en cuenta que el legislador adelantó un trabajo 
exhaustivo para la expedición de la Ley 1437 de 2011, Código de 
Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, con el fin 
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de ofrecer un sistema administrativo que responda de manera idónea 
y oportuna a los requerimientos de los ciudadanos, todo bajo la luz de 

la eficacia, la economía y la celeridad, entre otros principios. 
 

En atención a ello, los mecanismos ordinarios deben utilizarse de 
manera preferente, incluso cuando se pretenda la protección de un 
derecho fundamental. No obstante, en este caso, se deberá evaluar que 

el mecanismo ordinario ofrezca una protección “cierta, efectiva y 
concreta del derecho”2, al punto que sea la misma que podría brindarse 
por medio de la acción de amparo3.  

 
Al respecto, en la Sentencia T-007 de 2008 la Corte Constitucional, 

después de hacer un análisis concentrado de este tema, manifestó lo 
siguiente:  

 

“En aquellos casos en que se constata la existencia de otro medio 
de defensa judicial, establecer  la idoneidad del mecanismo de 
protección alternativo supone en los términos del Artículo 6º del 
Decreto 2591 de 1991, que el otro medio de defensa judicial debe 
ser evaluado en concreto, es decir, teniendo en cuenta su eficacia 
en las circunstancias específicas que se invoquen en la tutela.4  Por 
tal razón, el juez de la causa, debe establecer si ese mecanismo  
permite brindar una solución “clara, definitiva y precisa”5 a los 
acontecimientos que se ponen en consideración en el debate 
constitucional, y su habilidad para proteger los derechos invocados. 
En consecuencia, “el otro medio de defensa judicial existente, debe, 
en términos cualitativos, ofrecer la misma protección que el juez 
constitucional podría otorgar a través del mecanismo excepcional de 
la tutela.6” 
 

En el mismo pronunciamiento jurisprudencial, se citó la Sentencia T-
822 de 2002, según la cual, como criterio de referencia, se deberá tener 
en cuenta “(a) el objeto del proceso judicial que se considera que 

desplaza a la acción de tutela y (b) el resultado previsible de acudir al 
otro medio de defensa judicial respecto de la protección eficaz y 
oportuna de los derechos fundamentales.”7  

 
Ahora bien, específicamente, en el plano administrativo, cuando se 

estudie la procedencia de la acción de tutela porque no existe otro 
mecanismo judicial de defensa, hay varios criterios que deberá estimar 
el juez al momento de tomar una decisión. En primer lugar, resulta de 

especial importancia que la autoridad administrativa haya notificado 
el inicio de la actuación a los afectados, procedimiento indispensable 
para que estos puedan ejercer su derecho de defensa y contradicción. 

 
En segundo lugar, si los ciudadanos fueron efectivamente notificados, 

es necesario que hayan asumido una actuación diligente en la 
protección de sus derechos, pues son ellos los primeros llamados a 
velar porque sus garantías fundamentales e intereses legítimos sean 

respetados. En este sentido, los particulares deben haber agotado 
todos los recursos administrativos y los medios de control regulados 

en la legislación vigente que hayan tenido a su alcance.   
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Empero, cuando la entidad accionada, en un obrar negligente o 
abusivo, no ponga en conocimiento del ciudadano afectado el inicio de 

una actuación administrativa adelantada en su contra, el 
procedimiento administrativo queda viciado de nulidad, debido a que 

se impide el ejercicio del derecho de defensa. En consecuencia, se 
vulnera el derecho fundamental al debido proceso. En ese evento, 
deberá estudiarse si con el acto administrativo proferido se puede 

ocasionar un perjuicio irremediable, de ser así resulta procedente 
acudir a la acción de tutela, de lo contrario se debe acudir al medio de 
control ordinario previsto por el legislador.  
 

En referencia a la sanción de infracciones de tránsito en esa misma sentencia se 
dice: 
 

La naturaleza jurídica de la resolución mencionada corresponde a la 
de un acto administrativo particular8 por medio del cual se crea una 

situación jurídica. Por ende, cuando el perjudicado no esté conforme 
con la sanción impuesta, el mecanismo judicial procedente será el 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho9, el cual 

permite resarcir el daño causado injustificadamente a un derecho 
subjetivo”10. 
 
Debe tenerse en cuenta que, uno de los requisitos para acudir al medio 
de control de nulidad y restablecimiento del derecho es haber 

interpuesto los recursos en sede administrativa, sin embargo, cuando 
no se hubiesen presentado porque las autoridades no lo permitieron, 

no es posible exigir ese requisito. La falta de notificación de los actos 
administrativos, implica que los afectados no tengan conocimiento de 
los pronunciamientos de la administración y, por ende, constituye una 

barrera para el ejercicios los recursos procedentes, en consecuencia, 
cuando la alta de interposición de recursos obedezca a la falta de 
notificación, es posible acceder al medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, aun cuando no se hubiere agotado ese 
requisito de procedencia. 

 
Por otro lado, también resultaría posible solicitar la revocatoria directa 
del acto administrativo por medio del cual se impone la sanción, 

regulada en el Artículo 93 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  
 
En la misma sentencia la Corte Constitucional encuentra que el organismo de 
tránsito no notifica en debida forma en el curso del procedimiento administrativo se 
presenta vulneración del derecho al debido proceso administrativo, pero a pesar de 
ello concluye que la tutela no es el mecanismo procedente: 
 

“Así las cosas, frente al conjunto de procedimientos surtidos en el 
transcurso de la actuación administrativa en cuestión, la Secretaría de 

Tránsito y Transporte de Arjona no cumplió a cabalidad con el debido 
proceso en los términos de la Ley 769 de 2002, modificada por la Ley 

1383 de 2010, debido a que no se comprobó la notificación realizada 
ni por correo ni por aviso, lo cual implica el desconocimiento del 
principio de publicidad y la posibilidad de que el accionante pueda 

ejercer su derecho de defensa y contradicción. Por lo tanto, el resto del 
procedimiento se encuentra viciado de nulidad. Adicionalmente, se 
observa falta de claridad, por parte de la Secretaría de Tránsito, frente 
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al deber de realizar audiencia pública, lo que implica un obrar 
negligente de parte de esa entidad. A pesar de todo ello, se impusieron 

las correspondientes multas.  
 

De lo anterior se desprende que existe una violación al derecho 
fundamental al debido proceso, por ende, en principio la tutela es 
procedente. No obstante, como se analizó, cuando existan otros medios 

ordinarios de defensa judicial idóneos para la protección de las 
garantías fundamentales y no se avizore un eventual perjuicio 
irremediable, se debe acudir a estos de manera preferente.  

 
En el presente caso la actora tiene la posibilidad de acudir al medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, ya que se discute 
un acto administrativo particular. Debe tenerse en cuenta que, si bien 
un requisito de procedibilidad para activar ese medio de control 

consiste en haber agotado los recursos pertinentes en sede 
administrativa, requisito con el cual la actora no cumple, lo cierto es 

que ello obedece a una barrera que la misma administración impuso, 
consistente en la falta de notificación del procedimiento, consideración 
que torna procedente el comentado medio de control (inciso 2 del 

Numeral 2 del artículo 161 de la  ley 1437 de 2011).” (Subraya del 
juzgado) 

 
Así las cosas, la Acción de Tutela resulta procedente para proteger derechos fundamentales, 
más no otros de distinto rango, amenazados o vulnerados por la Acción o la omisión 
cualquier autoridad pública – cuando el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo 
y eficaz de protección salvo el ejercicio del amparo como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable.   
 
Reitera el artículo 86 Superior, que toda persona podrá acudir a la acción de tutela para 
reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción 
u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en los casos previstos en la 
ley, y sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 
salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
Según el texto constitucional, para que el amparo proceda, no basta que se compruebe la 
vulneración o amenaza de uno o más derechos fundamentales, sino que es indispensable 
que el solicitante de la tutela no cuente con otro medio de defensa judicial al que pueda 
acudir para lograr su protección, a no ser que utilice el mecanismo para evitar un perjuicio 
irremediable. Dicho esto de otro modo, así como la existencia de otro medio de defensa 
judicial no significa que, sin formula de juicio alguna, la acción de tutela resulte 
improcedente, la demostración de la violación o amenaza de vulneración no hace que el 
amparo proceda en forma mecánica.   
 
Ello es así porque, tal y como reiteradamente lo ha sostenido la Corte, la acción de tutela 
es de naturaleza residual y subsidiaria y no está diseñada para reemplazar las acciones 
judiciales ordinarias a las cuales la persona puede acudir para hacer valer sus derechos. 
Tampoco es un medio alternativo de defensa al que puede recurrir el interesado cuando no 
quiere hacer uso de los medios o recursos judiciales establecidos por el ordenamiento 
jurídico, pues el carácter excepcional del mecanismo constitucional de protección impide 
que éste pueda superponerse o suplantar aquellos.  
 
En ese mismo sentido, se ha afirmado que el primer llamado a proteger los derechos 
constitucionales no es el juez de tutela, sino el ordinario, ya que la tutela está reservada 
para enfrentar la absoluta inoperancia de los distintos mecanismos dispuestos para la 
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protección de los derechos de las personas, no para suplirlos, pues, de otra manera tendría 
que aceptarse que, más temprano que tarde, la acción de tutela perdería completamente 
su eficacia.   
 
Ahora bien, con respecto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, la Corte 
Constitucional, en Sentencia C-132 de 2018, reiteró:  

 
De conformidad con lo anterior, se tiene que en este último evento, la persona que solicita el 
amparo deberá demostrar de forma suficiente la necesidad de la medida para evitar la 
consumación de un perjuicio irremediable, cuyos elementos han sido fijados por la 
jurisprudencia constitucional de la siguiente manera: (i) que se esté ante 
un perjuicio inminente o próximo a suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza 
respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que 
conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo 
para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben 
ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las 
circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben 
ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y 
eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable.  
 

 
Así las cosas, actuando bajo los lineamientos de la Corte Constitucional, concluye el 
despacho que en el presente asunto no se configura un perjuicio irremediable. En este 
sentido, no se evidencia un daño grave e inminente que deba ser conjurado mediante 
acciones urgentes e impostergables. Por ende, no es viable que proceda la acción de tutela 
como mecanismo transitorio, en la medida en que no se halla demostrada la ocurrencia de 
un perjuicio irremediable. 

 
Por los argumentos anteriormente expuestos, encuentra el despacho fundamentos 
suficientes para concluir, que con el actuar del INSTITUTO DE TRANSITO DEL ATLANTICO 
ITA, no se vulneraron los derechos invocados por el accionante ELIBERTO ARIAS GARCIA, 
por lo que el despacho confirmará el fallo proferido por el JUZGADO TRECE DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE BARRANQUILLA, de fecha junio 01 de 2021, y 
se ordenará una vez ejecutoriado el presente fallo, el envío del expediente a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 
 
En consecuencia, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Oralidad de Barranquilla, 
administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de la ley, 
 

R  E  S  U  E  L  V  E 
 
1.-CONFIRMAR, el fallo de tutela proferido por el JUEZ TRECE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE BARRANQUILLA, de fecha 01 de junio de 2021, por lo 
expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 
2.- Notifíquese a las Partes. 
 
3.- Désele a conocer el presente proveído al A – Quo. 
 
4.- Ordenar, luego de la ejecutoria del presente proveído, el envío del expediente a la Corte 

Constitucional, para su eventual revisión. 
  

NOTIFÍQUESE   Y   CUMPLASE. 

 
 

 
 

Firmado Por: 
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